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Justicia comunitaria y medidas de protección a la mujer víctima de violencia 
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Pensamientos:

“Cada vez que una mujer da un paso, todas avanzamos”

María Teresa Fernández de la Vega
“A los hombres se les enseña a pedir perdón por sus fallos;
A las mujeres, por sus éxitos”

Lois Wyse
Introducción
La violencia contra la mujer está presente en la mayoría de las sociedades, pero con frecuencia es reconocida y aceptada como parte del orden establecido; de esa forma, la mujer se encuentra en una situación de indefensión encubierta por la intimidad y privacidad de la vida familiar. En Venezuela la violencia contra la mujer está tipificada como delito pero no por eso deja de practicarse y muchos casos no son denunciados por miedo o vergüenza. 

La administración de justicia en Venezuela, ha estado sumida en los últimos tiempos en la ineficiencia e incapacidad para resolver con la celeridad e idoneidad los conflictos que se presentan entre los ciudadanos que acuden al sistema judicial en búsqueda de soluciones, además han surgido dudas sobre su claridad y transparencia en virtud de las graves acusaciones de corrupción que son imputadas a muchos de sus operadores, esto ha generado inconformidad con el ordenamiento jurídico, el sistema de administración de justicia es percibido por la población como poco confiable, complicado y, lento para resolver sus conflictos. 
La lentitud en los procesos judiciales se acentúa especialmente en materia civil, mercantil y de familia. De hecho, la implantación de sistemas informáticos que aumentan la celeridad en la gestión judicial (JURIS 2000), a ayudado, aunque debe decirse que también en éstos se han presentado limitaciones en cuanto a su impacto en la celeridad de los juicios, el Poder Judicial en los últimos años se ha centrado en crear mejores condiciones para la tramitación de los casos, pero no en controlar el desempeño de la gestión judicial y mejorarla cuando hay problemas o cuellos de botella en fases del proceso específicas, ocasionadas por factores diferentes a problemas de funcionamiento del sistema, como fallas del recurso humano, de los equipos tecnológicos, de los medios materiales o de la organizaciones, por ello que los ciudadanos en conformidad con el estado han buscado alternativas para la solución de sus problemáticas.
Una de esas alternativas es la justicia comunitaria, la que a través de mecanismos y medios idóneos intenta coadyuvar a la aceleración y cercanía de la justicia. Pero para que esa justicia comunitaria se haga realizad es necesario la utilización y manejo de medios alternativos de justicia, los cuales también son utilizados por la justicia formal.

La Justicia comunitaria es llevada a las comunidades por los integrantes de la sección 11-42 del Programa Nacional de formación de ciencias Jurídicas de la Aldea Universitaria Rafael Urdaneta, realizando el respectivo análisis coyuntural,  ha servido de ayuda para resolver y detectar los factores que inciden en el aumento de la violencia de genero en el Sector Rómulo Gallegos de  ValmoreRodríguez. Estado Zulia. Ya que la Justicia comunitaria como institución del derecho consuetudinario (usos y costumbres) constituye también un medio alternativo de resolución de conflictos. 

En concordancia con lo establecido en el Articulo 258 de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela. El cual establece lo siguiente: 
“La ley organizará la justicia de paz en las comunidades. Los jueces y juezas de paz serán elegidos o elegidas por votación universal, directa y secreta, conforme a la ley.La ley promoverá el arbitraje, la conciliación, la mediación y cualesquiera otros medios alternativos para la solución de conflictos”.
Es a través de esa ventana legal y de la vinculación directa con las comunidades  que realizan los Profesores de Cátedra como el Dr. Fernando Rubio y los integrantes de la sección 11-42 de la  Universidad Bolivariana de Venezuela, ya que La Justicia Comunitaria dentro del marco de la legalidad venezolana, se reconoce como un método alterno, eficaz, accesible, confiable para ayudar a las comunidades mas desprotegidas  en cuanto a resolver problemas  sea cual sea su tipo, civil, mercantil, penal, laboras y otros. 
Información complementaria
Programa:

P.N.F. Estudios Jurídicos

Semestre:

Noveno
Profesor de Cátedra Proyecto:

Dr. Fernando Rubio

Lugar de realización de las actividades:  

BACHAQUERO, estado Zulia. Municipio Autónomo Valmore Rodríguez

Comunidad

Barrio “Don Rómulo Gallegos”

Ubicación:

Norte: Campo Petrolero Belmonte

Sur: Barrio “José Félix Rivas”

Este: Avenida Principal Bachaquero

Oeste Canal Costero “La Playa”

Fundación

Año 1.992

Fuerzas vivas

Consejo Comunal “Don Rómulo Gallegos”

Asociación de Vecinos Rómulo Gallegos

Actividades realizadas desde el 24-09-11  hasta el 16-01-2012
· Orientación jurídica de los profesores de cátedra
· Colaboración en larealización de jornadas de medicina integral

· Charlas sobre violencia de genero a  mujeres del sector
· Entrega de trípticos contentivos de información de violencia de genero 

La Justicia
La justicia (del latín, Iustitia) es la concepción que cada época y civilización tiene acerca del sentido de sus normas jurídicas. Es un valor determinado por la sociedad. Nació de la necesidad de mantener la armonía entre sus integrantes. Es el conjunto de reglas y normas que establecen un marco adecuado para las relaciones entre personas e instituciones, autorizando, prohibiendo y permitiendo acciones específicas en la interacción de individuos e instituciones. En cuanto a la  cualidad personal, la justicia es la virtud o hábito bueno de dar a cada uno lo suyo, lo que le corresponde, lo que se le debe otorgar.
Este conjunto de reglas tiene un fundamento cultural y en la mayoría de sociedades modernas, un fundamento formal:

El fundamento cultural se basa en un consenso amplio en los individuos de una sociedad sobre lo bueno y lo malo, y otros aspectos prácticos de como deben organizarse las relaciones entre personas. Se supone que en toda sociedad humana, la mayoría de sus miembros tienen una concepción de lo justo, y se considera una virtud social el actuar de acuerdo con esa concepción.

El fundamento formal es el codificado formalmente en varias disposiciones escritas, que son aplicadas por jueces y personas especialmente designadas, que tratan de ser imparciales con respecto a los miembros e instituciones de la sociedad y los conflictos que aparezcan en sus relaciones.

La justicia es un derecho humano fundamental que el Estado como garante del poder de imperio que le ha sido conferido por los administrados, está en el deber de impartir. Por ello, cada nación desde la óptica del hecho social que le da origen a sus instituciones ha interpretado de distinta forma lo que debe entenderse por la justicia y la manera como la misma debe ser administrada.

En Venezuela, la justicia se concibe como el principio supremo ante el cual están supeditados todos los procesos judiciales, no en vano el ordenamiento jurídico refiere a grosso modo que el proceso constituye el instrumento fundamental para la realización de tan magna garantía. Así las cosas, estando la mayoría de la población de la República Bolivariana de Venezuela en los estratos económicos más vulnerables, son de esperarse que el legislador asuma una actitud tendente a asegurar una reducción progresiva de los importes económicos que los justiciables deben soportar para acceder al sistema formal de administración de justicia. En ese sentido resulta imprescindible efectuar un análisis sobre todos los preceptos que se funden junto a la gratuidad para la efectiva prestación del bien jurídico perseguido por el Poder Judicial de la República Bolivariana de Venezuela que no es otro que la justicia.
1.1.- Justicia Comunitaria

La justicia comunitaria es una institución de derecho consuetudinario mediante la cual se sancionan conductas que se entienden reprobables y se gestionan conflictos con capacidad regulatoria en un ámbito social comunitario, sin la intervención del Estado ni su burocracia.

Para que haya justicia comunitaria es necesario que haya administración de justicia y que haya comunidad. Si falta alguna de las dos, estaremos frente a otro tipo de situación. No será justicia comunitaria si se gestionan conflictos sin la obligatoriedad derivada del ámbito social específico. No será justicia comunitaria si el ámbito social en el que se inscribe la gestión no considera dinámicas de identidad y pertenencia.

Según Ermo Quisbert,  la justicia comunitaria es un sistema auto gestionado, dado que los propios participantes implantan las normas que se les aplican. Es además consensual, ya que no se rige por el principio de mayoría sino por el de consenso.

Lo que Ermo Quisbert dice en verdad es:

La Justicia comunitaria es una institución de Derecho Consuetudinario que permite sancionar las conductas reprobadas de los individuos pero sin la intervención del Estado, sus jueces y su burocracia, sino directamente dentro la comunidad de individuos en la que las autoridades naturales de la comunidad hacen de equilibrantes entre las dos partes enfrentadas.
Modalidades de la  Justicia Comunitaria.

Según Édgar Ardila, existen tres grandes modalidades de justicia comunitaria:

Primera modalidad. Es aquella justicia comunitaria que es el resultado de una organización de la administración de justicia estatal, como los jueces de paz en varios países. Aunque las dinámicas comunitarias son definitivas en la viabilidad de esta modalidad, tales figuras constituyen una parte del sistema general de administración de justicia del Estado. Ello se evidencia en que normas y mecanismos de control estatal definen precisas competencias; unos procedimientos para constituir tal figura de administración de justicia; unos procedimientos mínimos para tramitar los conflictos y; aunque muy laxamente, un marco jurídico para la toma de decisiones (Santos, 1992; De La Torre, 2005). De acuerdo con los criterios de Ermo Quisbert, no podría considerarse una auténtica justicia comunitaria.

Segunda modalidadSe trata de ciertas dinámicas de justicia comunitaria que se desarrollan en comunidades, principalmente tradicionales (como las indígenas), a las que el Estado por expresa prescripción legal reviste de un estatus de validez ante el ordenamiento jurídico nacional. En tales casos, la ley estatal no las constituye sino que las reconoce. En consecuencia, son las dinámicas comunitarias, con figuras muy diversas no necesariamente reconocibles en leyes nacionales, las que definen el estatuto de existencia y funcionamiento de la figura, así como el marco normativo para la toma de decisiones. En esta modalidad de justicia, el sistema estatal define unas reglas de coordinación de la rama judicial con ellos.

Tercera modalidad. La tercera modalidad son aquellas figuras de justicia comunitaria que germinan y se desarrollan en comunidades tradicionales (como la justicia gitana o marginales o perseguidas (como la justicia popular en Sudáfrica y que no alcanzan el reconocimiento o la validación por parte de la ley y las instituciones del Estado. En tales casos, la definición de las competencias, la implantación de las figuras de administración de justicia, sus métodos y mecanismos de trámite, así como el marco regulativo de las decisiones están bajo el resorte de la comunidad.

1.1.1.- Orientación
Orientar es guiar, en los  casos legales consiste en interactuar personalmente o por vía telefónica con una de las partes para que esta brevemente explique el motivo de los servicios solicitados y se le pueda señalar los canales regulares a recorrer siempre dentro del marco de la legalidad venezolana. 
1.1.2.- Asistencia
Es el asesoramiento y orientación previos al proceso, cuando tenga por objeto evitar el conflicto procesal o analizar la viabilidad de la pretensión. Una vez que se tengan los conocimientos del hecho por el cual se solicita la ayuda o servicio legal, se deben tener claras las herramientas de como se van a tomar y que tipo de acciones legales con los órganos de administración de justicia correspondiente. En esta fase el abogado comienza a realizar escrito, demandas, solicitudes y otros documentos de carácter legal.
1.1.3.- Representación
La representación legal es la facultad otorgada a una persona (física o moral) para obrar en nombre de otra (física o moral). Puede ser de origen legal o por voluntad privada de los agentes. Si es legal, como la que tienen el tutor, el curador y los padres de familia, la misma ley se encarga de fijar pormenorizadamente los poderes del representante y las condiciones y límites de su ejercicio. Si la representación es voluntaria, como la del mandatario, habrá que buscar los poderes del representante en el acto jurídico que constituye dicha representación
1.2.- Justicia gratuita

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999) consagra que el Estado venezolano garantizará una justicia gratuita, accesible y equitativa. El Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela ha sostenido que la gratuidad de la justicia a la que hace alusión el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999), se refiere únicamente a la gratuidad del proceso, donde el órgano administrador de justicia cumple con su función como servidor público, al proporcionarle al administrado su derecho de acceso a la justicia preservando su derecho a la igualdad y a la tutela judicial efectiva establecidos en la Constitución, el justiciable tiene libre acceso a la justicia, poniendo el Estado a su disposición juzgados compuestos por jueces y funcionarios o auxiliares de justicia necesarios para el desenvolvimiento del proceso, los cuales son sufragados en su totalidad por partidas presupuestarias que dispone el Estado para el Poder Judicial.
La gratuidad de la justicia es el Derecho Humano que se ha instaurado a favor de aquellas personas que no pueden asumir el pago de los gastos que les ocasionan el acceso a un juzgado; y consiste en la facultad de poder actuar como demandante o demandado en un proceso jurisdiccional sin sufragar los impuestos, tasas, honorarios, derechos judiciales ni gastos de publicaciones oficiales que se exijan para ello.

1.3.- La  Justicia Constitucional

La justicia constitucional tiene su base en los principios de la supremacía constitucional, según los cuales la Constitución viene a ser la norma de mayor jerarquía y cuya vigencia se logra a través de su capacidad reguladora en la vida histórica de la nación y sólo puede tener verdadera eficacia siempre y cuando sea garantizada jurisdiccionalmente.

Para la justicia constitucional, una de las disposiciones más importantes de la carta fundamental es el artículo 7 de la carta magna, que recoge los principios de supremacía y fuerza normativa de la Constitución. 

De aquí que todos los órganos que ejercen el Poder Público están sometidos, necesariamente, a los principios y a las disposiciones consagradas en la Constitución; y en consecuencia, todos sus actos pueden ser objeto del control jurisdiccional de la constitucionalidad. La supremacía de la Constitución sería algo vacía si no se establecieran, con precisión, los medios adecuados para protegerla, ya en su parte orgánica (procedimientos constitucionales), ya en su parte dogmática (derechos fundamentales).

Se  realiza mediante procesos y procedimientos constitucionales  que  tienen  como  objetivo  sancionar  las  infracciones constitucionales, para garantizar la supremacía, integridad y eficacia de la Constitución,  la  defensa  del  orden  constitucional,  la  adecuada interpretación  constitucional  y  la  protección  efectiva  de  los  derechos  fundamentales.

1.4- Justicia como valor

La justicia ha sido definida a través de la historia como la virtud moral que inclina a dar a cada cual lo que le pertenece como propio. El objeto de esta virtud es el derecho objetivo, aquello que se debe a otro por estarle vinculado en fuerza de unos títulos naturales o adquiridos legítimamente. Hay derechos primarios o fundamentales que son exigencia indispensable de la misma naturaleza humana, derivan de la ley natural pero no son primarios, otros en cambio, tienen como razón de existir la voluntad positiva de dios o del hombre en cuanto representante de dios. El hombre debe usarlos, haciendo mención al derecho formal y subjetivo. Así como también debe respetar a estos derechos, cumpliendo con el acto propio de la justicia de dar a cada uno lo que le pertenece. La justicia en consecuencia es la capacidad de vivir en la verdad con el prójimo, siendo ésta una de las virtudes más elevadas para la obtención de la paz social.El valor de la justicia se refiere a la concepción que cada época o cultura han tenido de lo que es bueno para todos. Su fin práctico es reconocer lo que le corresponde y pertenece a cada cual hacer que se respete ese derecho, recompensar su esfuerzo y garantizar su seguridad. No se limita a los casos que se tratan en los tribunales, aparece en la vida diaria como un factor del que se derivan relaciones más equilibradas y respetuosas, así como el bienestar de la sociedad en su conjunto.
1.5.- Justicia como mandato

En Venezuela, la justicia se concibe como el principio supremo ante el cual están supeditados todos los procesos judiciales, no en vano el ordenamiento jurídico refiere a grosso modo que el proceso constituye el instrumento fundamental para la realización de tan magna garantía. Así las cosas, estando la mayoría de la población de la República Bolivariana de Venezuela en los estratos económicos más vulnerables, es de esperarse que el legislador asuma una actitud tendente a asegurar una reducción progresiva de los importes económicos que los justiciables deben soportar para acceder al sistema formal de administración de justicia.
 En ese sentido resulta imprescindible efectuar un análisis sobre todos los preceptos que se funden junto a la gratuidad para la efectiva prestación del bien jurídico perseguido por el Poder Judicial de la República Bolivariana de Venezuela que no es otro que la justicia.
Por otra parte, la justicia legal es entendida como el medio a través del cual el Estado procura el bien común a todos los que habitan en un determinado territorio, mediante la promulgación de leyes justas y sabias, y en la constitución de un poder público capaz de darlas a conocer y de hacerlas cumplir; en tal sentido, la administración o regencia de tan basto principio, emana de los ciudadanos y ciudadanas y se imparte en nombre de la República y por autoridad de la Ley, a través de los órganos que conforman el Poder Judicial.
1.6.- Justicia Divina
Justicia que viene de Dios. Es la justicia que Dios hace a los Hombres. Es su justicia liberar al hombre de la carga del pecado al serles perdonados y justificados por la fe en el sacrificio de Jesús en la cruz. Es de esta forma que vamos al padre, creyendo en el. 

Espacio de reflexión y diálogo
2.1.- Mencione si el estado Venezolano ha impartido justicia desde el año 1.999 hasta la actualidad.-

Con la aprobación de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en el año 1999, se inicia una nueva etapa en la institucionalidad jurídico-política de la nación, al constituirse Venezuela en un Estado democrático y social de derecho y de justicia. Uno de estos derechos es la Defensa, tal como lo establece el artículo 49 ordinal 1 de la Constitución. 

 Para garantizar este derecho se creó  en el año 2000, mediante Resolución 1.191, de fecha 16 de junio de 2000, publicada en Gaceta Oficial N° 37.024 de fecha 29 de agosto de 2000, la Defensa Pública, órgano adscrito al Tribunal  Supremo de Justicia, que tiene como objeto Garantizar el Derecho a la Defensa y el acceso a la tutela judicial efectiva de todo ciudadano o ciudadana, nacional o extranjero, bajo los principios de gratuidad, accesibilidad, imparcialidad, idoneidad, transparencia, responsabilidad, equidad y oportunidad. 

Este ideal está en perfecta correspondencia con los fines esenciales del Estado, consagrados en el artículo 3 y se manifiesta en todas las normas del texto constitucional, que reconoce la primacía de la persona, especialmente en el artículo 26 que consagra la garantía de una JUSTICIA GRATUITA. 

Es evidente el esfuerzo que viene haciendo el TSJ, en el desarrollo del sistema de justicia venezolano con la intención de adecuarlo a los preceptos constitucionales vigentes, sin embargo, a los efectos de la presente proposición, es necesario señalar que por simple inspección, de las palabras del Presidente del Tribunal Supremo de Justicia, se desprende que el esfuerzo principal efectuado apunta más al desarrollo de la Justicia como Poder que como servicio público. Razón por la cual en el 70% de los  tribunales del país se implemento el sistema JURIS 2000.

Según lo establecido en la LEY DE SERVICIO COMUNITARIO DEL ESTUDIANTE DE EDUCACION SUPERIOR (2005) deben desarrollarse programas de Acción Comunitaria, dirigidos al establecimiento de vínculos comunicacionales entre el Poder Judicial y la comunidad, así como con los demás organismos públicos y privados de la región, para la promoción, información y divulgación de temas judiciales de interés colectivo, particularmente aquellos relacionados con la protección y defensa de los derechos humanos, acceso a la justicia y participación social de los ciudadanos en las políticas judiciales.

Razón de existencia de las unidades curriculares “PROYECTO”, implementadas en la Universidad Bolivariana de Venezuela como medio  de vinculación entre los estudiantes y las comunidades, asesorando lo relativo a:

· Soltería fines matrimoniales

· Soltería fines legales

· Legalización unión concubinaria

· Dependencia económica

· Prueba unión concubinaria

· Convivencia

· Residencia

· Justificativo de únicos y universales herederos

· Rectificación de partida

· Inserción de partida

· Separación de cuerpos

· Participación de bienes

· Autorización separación hogar conyugal

· Divorcio 185A C Conversión en divorcio

· Reconocimiento de hijos

· Testamento

· Poder

· Revocatoria de poder

· Declaración de Herencia

· Prórroga a la Declaración de Herencia

· Declaración Jurada de Bienes

· Título Supletorio

· Nombramiento de Curador

La atención socio-jurídica tiene como   objetivo principal   insertar a los estudiantes en la práctica comunitaria permitiéndoles percibirse a sí mismos como seres humanos y sociales dentro de la realidad de sus entornos.

Articulo 2 de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela, concepciones filosóficas, sociológicas y jurídicas.

En el Preámbulo de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela aprobada por el Pueblo Venezolano en 1999 están consagrados los valores y principios que orientan los fines del Estado. El establecimiento de un Estado de Justicia que consolide esos valores contenidos en el texto constitucional, que asegure y promueva, entre otros, el derecho a la "Justicia Social", es uno de los propósitos más nobles y sublimes allí contenidos.

La Constitución de 1999, en  el articulo 2  consagra que ”Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y en general, la preeminencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político”.  Esta constitución democrática compromete su existencia axiológica en el privilegio que le asigna a los derechos humanos como derechos fundamentales caracterizados por la universalidad de sus titulares.

Nuestra Constitución caracteriza al Estado como democrático y social de Derecho y de Justicia (Art. 2 CRBV). La responsabilidad social es propia de todo Estado social, tal como lo ha señalado nuestro máximo Tribunal en sentencia de fecha 24 de enero de 2002, en la que la Sala Constitucional expresó “...el Estado Social no sólo crea obligaciones y deberes al Estado, sino que a los particulares también...”

La responsabilidad social constitucionalmente adopta diversas facetas: como un valor superior del ordenamiento jurídico (Art. 2 CRBV); como un principio de la forma federal adoptada por el Estado, (principio de corresponsabilidad Art. 4 CRBV) , también presente en materia de seguridad de la Nación en la correspondencia entre el Estado y la sociedad civil para dar cumplimiento a los principios de independencia, democracia, igualdad, paz, libertad, justicia, solidaridad, promoción y conservación ambiental y afirmación de los derechos humanos(Art. 326 CRBV); como un deber de toda persona en la vida política, civil y comunitaria del país, de promover y defender los derechos humanos como fundamento de la convivencia democrática y de la paz social (Art. 132 CRBV); como un medio para hacer posible los fines del Estado, en virtud del cual los particulares colaboran con éste para alcanzar los fines estatales (Art. 135 CRBV); como una obligación de los órganos del Poder Ciudadano, (Art. 274 CRBV) y en el área socioeconómica, contenida en los principios de justicia social, democratización, eficiencia, libre competencia, protección del ambiente, productividad y solidaridad, a los fines de asegurar el desarrollo humano integral y una existencia digna y provechosa para la colectividad (Art. 299 CRBV).

Líneas de investigación
Las líneas se relacionan directamente con las áreas de investigación pero aunque técnicamente son procesos incluyentes también son diferentes. El área es una suma de saberes científicos y tecnológicos potencialmente disponibles para la comunidad científica, en tanto que las líneas de investigación son grupos de saberes seleccionados de las áreas en las que se articulan los proyectos de investigación. Las líneas hacen operativas las áreas ya que enmarcan y orientan sistemáticamente las acciones de investigación direccionándolas a propósitos con enfoques epistemológicos, teorías y metodologías específicos

Una línea es el resultado de la unión de muchos puntos. En este caso los puntos vendrían a ser, en un primer momento, las áreas de interés, y en segundo momento, los trabajos y artículos publicados, las investigaciones realizadas y divulgadas, las ponencias desarrolladas y la vinculación con grupos de trabajo. Todos estos, al ir vinculándose a un mismo eje temático van constituyendo una perspectiva o prospectiva de trabajo investigativo. A ello se le denomina línea de investigación.

En consecuencia, los temas que puede abordar una línea de investigación son prácticamente inagotables. Lo que sí es correcto es que la línea se corresponde a una orientación disciplinaria, temática y conceptual y hasta metodológica (o por lo menos a algunas de estas). Por ello, quien se inscribe en una línea de investigación, por ejemplo, sobre electricidad y maquinarias podrá desarrollar todos aquellos tópicos convergentes y complementarios al eje investigativo,
3.1.-  La justicia comunitaria  

La justicia comunitaria surgió como alternativa al método formal de la resolución de conflictos y sobre todo para brindar accesibilidad a la justicia de los pueblos y comunidades menos favorecidos o relegados por causas sociales y económicas fundamentalmente. Vemos con tristeza que dentro de nuestra sociedad todos los grupos no son iguales, existen internamente diferentes matices que a su vez se confluyen en excluyentes, categorizándose abiertamente en un núcleo mono cultural que debe existir con la pluralidad jurídica. Pero esa normatividad formal decretada por el aparato de justicia en leyes es en definitiva reconocimiento de las tradiciones y normas comunitarias solo que juridificadas, la normatividad estructura cada entramado cultural, para llegar a ser lo que es derecho positivo. 


La columna vertebral de esa normatividad es la justicia comunitaria, no solo porque a través de ella se realiza su juridicidad en cada conflicto, sino que también se le da ordenación y priorización a diferentes reglas, pone los acentos sobre lo que es importante para la comunidad y sobre lo que no es. La administración de justicia que hacen las autoridades propias apuntala y amarra la normatividad en los aspectos centrales para su universo cultural.

Por otro lado es innegable que frente a la crisis que existe de tutelabilidad efectiva de la justicia comunitaria por diversos aspectos, que limitan su alcance y el generar una justicia inclusiva surge la justicia comunitaria para tratar de aliviar la carga al aparato judicial formal ofreciendo herramientas y mecanismos para resolver conflictos de manera no excluyente y que respeta la diversidad cultural, ampliando el alcance y accesibilidad a la justicia a través del fortalecimiento de la comunicación, convivencia y la prevención de la violencia directa.
3.2- Método de investigación
Es una especie de brújula en la que no se produce automáticamente el saber, pero que evita perdernos en el caos aparente de los fenómenos, aunque solo sea porque nos indica como no plantear los problemas y como no sucumbir en el embrujo de nuestros prejuicios predilectos. El método independiente del objeto al que se aplique, tiene como objetivo solucionar problemas.

Todo método está compuesto por una serie de pasos para alcanzar una meta. De este modo los métodos de investigación describirían los pasos para alcanzar el fin de la investigación. Estos métodos o pasos determinaran como se recogen los datos y como se analizan, lo cual llevará a las conclusiones (meta).
3.2.1.- AsesoríaJurídica.

Dentro de la universidad Bolivariana de Venezuela, se ha propuesto contribuir a la formación integral delos juristas del futuro, en su aspecto personal y comunitario, dentro de la concepción socialista  de la vida, con la idea de que su acción incluya especialmente en los sectores más marginados de las comunidades mas necesitadas.  De allí que buena parte de sus esfuerzos estén dirigidos a vincularse con las comunidades cercanas. 

Por  lo tanto este tipo de asesoría llevada a las comunidades  se ha creado con el fin de informar, motivar, preparar y colaborar con los estudiantes del 9no Semestre del Programa Nacional de formación  Ciencias Jurídicas y público en general, interesados en los servicios que se ofrecen a la Comunidad y en el cumplimiento de los deberes y obligaciones que corresponden a los estudiantes. 

La AsesoríaJurídica se propone motivar a la Comunidad Estudiantil a desarrollar mayor conciencia sobre la importancia de la labor social del abogado como futuro profesional de Venezuela.

3.2.2.- PolíticasPúblicas
Las Políticas Públicas  se pueden entender como el ámbito privilegiado de realización del “pacto” entre Estado y sociedad. Un nuevo papel del Estado, en el sentido de hacerlo más ágil y organizador. Aquí podemos rescatar el sentido participación entre estos dos actores, pero el objetivo final de beneficio a la sociedad es como lo veremos más adelante un punto que muchas veces queda olvidado, de aquí el fracaso de muchas Políticas Públicas.

 Las Políticas Públicas son “el conjunto de actividades de las instituciones de gobierno, actuando directamente o a través de agentes, y que van dirigidas a tener una influencia determinada sobre la vida de los ciudadanos”. Pallares señala: las Políticas Públicas deben ser consideradas como un “procesos decisional”, un conjunto de decisiones que se llevan a cabo a lo largo de un plazo de tiempo. Pallares, al  mencionar esa  persuasión sobre la población no comenta si es de índole positiva o negativa, pero podemos decir que en ocasiones el bienestar se ve cuestionado en una política restrictiva o de imposición  fiscal por ejemplo, logrando ciertamente esa modificación conductual. Aunque la mayoría de las Políticas Públicas tienen un impacto directo en el bienestar de la población.

Las Políticas Públicas tienen que ver con el acceso de las personas a bienes y servicios. Consisten, precisamente, de reglas y acciones que tienen como objetivo resolver y dar respuestas a la multiplicidad de necesidades, intereses y preferencias de grupos y personas que integran una sociedad. Esto es lo que generalmente se conoce como “agregar demandas”, de forma tal que al final, las soluciones encontradas permitan que personas y grupos coexistan a pesar de sus diferencias.

Generalmente se tienen instrumentos para plantear e impulsar las Políticas Públicas, dependiendo del tipo de actores que intervienen éstos pueden variar. Para el caso del gobierno a través de sus instituciones al elaborar una propuesta se basan en los siguientes aspectos: 

Las normas jurídicas. Es a través de las normas jurídicas que los poderes públicos autorizan y establecen las  actividades que constituyen las políticas, y también, limitan la discrecionalidad en el actuar de los que la elaboran y ejecutan. Es decir,  basarse en todo tipo de norma y ley establecida.

3.3.- Investigación – Acción / Participativa

Es un método de investigación y aprendizaje colectivo de la realidad, basado en un análisis crítico con la participación activa de los grupos implicados, que se orienta a estimular la práctica transformadora y el cambio social.

El método de la investigación-acción participación (IAP) combina dos procesos, el de conocer y el de actuar, implicando en ambos a la población cuya realidad se aborda. Al igual que otros enfoques participativos, la IAP proporciona a las comunidades y a las agencias de desarrollo un método para analizar y comprender mejor la realidad de la población (sus problemas, necesidades, capacidades, recursos), y les permite planificar acciones y medidas para transformarla y mejorarla. Es un proceso que combina la teoría y la praxis, y que posibilita el aprendizaje, la toma de conciencia crítica de la población sobre su realidad, su empoderamiento, el refuerzo y ampliación de sus redes sociales, su movilización colectiva y su acción transformadora.

En cada proyecto de IAP, sus tres componentes se combinan en proporciones variables. a) La investigación consiste en un procedimiento reflexivo, sistemático, controlado y crítico que tiene por finalidad estudiar algún aspecto de la realidad con una expresa finalidad práctica. b) La acción no sólo es la finalidad última de la investigación, sino que ella misma representa una fuente de conocimiento, al tiempo que la propia realización del estudio es en sí una forma de intervención. c) La participación significa que en el proceso están involucrados no sólo los investigadores profesionales, sino la comunidad destinataria del proyecto, que no son considerados como simples objetos de investigación sino como sujetos activos que contribuyen a conocer y transformar su propia realidad.

La finalidad de la IAP es cambiar la realidad y afrontar los problemas de una población a partir de sus recursos y participación, lo cual se plasma en los siguientes objetivos concretos: a) Generar un conocimiento liberador a partir del propio conocimiento popular, que va explicitándose, creciendo y estructurándose mediante el proceso de investigación llevado por la propia población y que los investigadores simplemente facilitan aportando herramientas metodológicas. b) Como consecuencia de ese conocimiento, dar lugar a un proceso de empoderamiento o incremento del poder político (en un sentido amplio) y al inicio o consolidación de una estrategia de acción para el cambio. c) Conectar todo este proceso de conocimiento, empoderamiento y acción a nivel local con otros similares en otros lugares, de tal forma que se genere un entramado horizontal y vertical que permita la ampliación del proceso y la transformación de la realidad social
3.3.1.- Método coyuntural

El método coyuntural  es un análisis interesado en producir un tipo de intervención política; es un elemento fundamental en la organización de la política en la definición de las estrategias y tácticas de las diversas fuerzas sociales en lucha.

Es muy importante tener claro que un acontecimiento trascendente no necesariamente es un momento coyuntural puede suceder, por ejemplo, que un gran movimiento huelguístico que concluye exitosamente para los obreros no modifique en lo sustancial el equilibrio entre las clases sociales en conflicto.
El análisis de coyuntura sirve fundamentalmente para contar con elementos suficientes que nos permitan anticipar la evolución inmediata de un proceso social en el marco de su tendencia de desarrollo a largo plazo.

Por eso mismo, no puede quedarse en una mera descripción que sirva tan sólo para conocer la situación actual y nada más. Más allá de un ejercicio intelectual, su utilidad estriba en –una vez hecho el análisis poder tomar decisiones políticas y orientar la acción para incidir en el comportamiento del proceso.
Un análisis de coyuntura a nivel social o institucional es una escena política en donde hay:

· Protagonistas: aquellos que hacen posible que se alcancen los objetivos que resultan triunfantes en un momento coyuntural dado.

· Aliados: aquellos actores que colaboran con el protagonista para que este alcance los objetivos de sus acciones.

· Opositores: aquellos actores que son contrarios a los objetivos del protagonista y que no quieren que éste alcance su cometido, aunque ellos no alcancen sus propios objetivos.

· Destinatarios: aquellos actores que recibirán los beneficios de la acción protagonista.

· Situación: también las características político-sociales, económicos, educativo-culturales, etc. Juegan un papel ya porque ayudan o estorban al protagonista o a sus opositores.

· Dispositivos prácticos de tipo institucional o tecnológico: son las ayudas o instrumentos de todo tipo que los actores utilizan para llevar a la práctica sus propósitos.

· El proyecto: son las carencias, deseos o intereses que desatan y movilizan acciones. Se parte de algo que no se tiene y que se quiere adquirir. Casi nunca se declaran, sino que se esconden por cuestiones estratégicas o incluso por no ser conscientes. Aparecen como intereses implícitos.

4.- Objetivos Generales del análisis de coyuntura
· Recuperar la correlación de fuerzas en un momento de una situación social o institucional generada por un acontecimiento.

· Ver las cosas de una manera más profunda, con más detalle, fijándose en todos los elementos que las integran y que son razón de ser.

· Reconstruir las prácticas sociales e institucionales de la manera como se dieron en un momento dado.

· Recuperar la estrategia y la táctica de los factores sociales en el seno de una sociedad o de una institución para determinar los bloques de poder que se van formando.

· Mostrar la presencia o el ocultamiento de las contradicciones de fondo de una sociedad o de una institución.

· Relacionar los momentos coyunturales con el movimiento profundo de las estructuras sociales o institucionales.
4.1.- Objetivos específicos del Análisis de coyuntura

· Separar (en el pensamiento o teóricamente) las diversas fuerzas (partes, actores) que están en contradicción.

· Comprender la articulación, o dicho de otra manera, la relación entre procesos. Es decir, detectar la unidad que se da entre la diversidad de elementos.

· Concluir cómo se enfrentan los diferentes actores

· Anticipar (análisis de escenarios) supone una característica básica del proceso de conocimiento: la capacidad de prever con anticipación lo que pudiera suceder.
Espacios de reflexión y diálogo
Análisis de las medidas de protección y seguridad en materia de violencia de Géneroestablecidas en el Artículo 87  de la Ley Orgánica sobre el derecho a las mujeres a una vida libre de violencia.
La violencia contra las mujeres tiene su origen en pautas culturales y sociales profundamente arraigadas en la sociedad y no se elimina con la sola existencia de una ley por muy buena que sea. Erradicar la violencia contra las mujeres supone cambios profundos de pensamiento y actuación en los que predomine la resolución pacífica de conflictos, un profundo respeto por la diversidad y la interiorización de la igualdad.

No obstante, era necesario dar una respuesta legal encaminada a la erradicación de la violencia de género en nuestra sociedad y han sido las organizaciones de mujeres, desde hace años, el motor de los cambios legislativos que han permitido que los abusos de derechos humanos que sufren las mujeres sean reconocidos como tales y considerados como una preocupación pública y no meramente privada.
Se establece una ayuda para quienes dispongan de menos medios y presenten dificultades para encontrar trabajo y se considera a las mujeres maltratadas grupo prioritario para acceder a viviendas protegidas. Para garantizar su protección, prevenir la violencia y controlar la ejecución de las medidas judiciales adoptadas, se establecen unidades específicas en las fuerzas y cuerpos de Seguridad del Estado. Además de la creación de estas unidades específicas, es importante que se establezca un plan de seguridad personalizado para la victima y un sistema de vigilancia más efectivo.
La violencia de géneros y las medidas de protección de la victima

Por violencia doméstica o de género se entiende todo acto de violencia física o psicológica que puedan ejercer los hombres sobre las mujeres, ya sean sus cónyuges o personas ligadas a ellos por similares razones de afectividad, aunque no halla convivencia. Esa violencia se ejerce como expresión de la discriminación, de desigualdad o de las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres.

 Para proteger a la mujer se establecen una serie de medidas:

A.     Derecho a la asistencia social integrada, a través de unos servicios sociales de atención permanente que comprende la información a las víctimas, atención psicológica, apoyo social e inserción laboral.

B.     Derechos laborales y prestaciones de la Seguridad Social. Así, la suspensión con reserva del puesto de trabajo y la extinción del contrato, estableciéndose un programa específico de empleo para las víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo; asimismo, pueden generar derecho a la situación legal de desempleo cuando resuelvan o suspendan voluntariamente su contrato de trabajo, manteniéndose en una situación asimilada al alta.

C.     Se prevé un fondo de garantía de pensiones, a través del cual el Estado garantiza en caso de incumplimiento por el agresor el pago de alimentos reconocidos e impagados a favor de los hijos e hijas menores de edad.

D.     Otra medida es la pérdida de la condición de beneficiario de la pensión de viudedad que hubiere devengado la víctima, salvo que hubiere mediado reconciliación entre ellos a los condenados por delitos de asesinatos, homicidios dolosos y lesiones, cuando la ofendida por el delito fuera su cónyuge o ex cónyuge.

MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y SEGURIDAD
Naturaleza: preventiva y provisional 

Finalidad: proteger a la mujer agredida en su integridad física, psicológica, sexual y patrimonial. 

Aplicación: inmediata y preferente. 

Propósito: evitar nuevos actos de violencia 

Subsistencia: durante el proceso. 

Revocación, modificación, sustitución y confirmación: sólo por el Juez de Control

Cantidad: no limitada.

DETERMINACIÓN DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y SEGURIDAD
Supuestos de revisión: 
Manifestación de inconformidad 

Violación de Derechos y Garantías Constitucionales observadas por el Ministerio Público. 

Órgano competente: 
Tribunal de violencia contra la mujer en funciones de control, audiencia y medidas. 

Lapso para decidir: 
Dentro de los 3 días siguientes a la solicitud. 

MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y SEGURIDAD:
Referir a las mujeres agredidas a centros especializados. 

Tramitar el ingreso de las mujeres víctimas de violencia, así como de sus hijos e hijas a las casas de abrigo 

Ordenar la salida del presunto agresor de la residencia común. 

Reintegrar al domicilio a las mujeres víctimas de violencia. 

Prohibir o restringir al presunto agresor el acercamiento a la mujer agredida. 

Prohibir actos de persecución, intimidación o acoso por parte del presunto agresor o terceras personas. 

Solicitar medida de arresto transitorio. 

Ordenar el apostamiento policial. 

Retener las armas blancas o de fuego y el permiso de porte. 

Solicitar suspensión de permiso de porte de armas. 

Imponer la obligación de proporcionar el sustento necesario para garantizar la subsistencia. 

Solicitar la suspensión del régimen de visitas. 

Cualquier otra medida necesaria. 

Medidas de protección y de seguridad

Artículo 87.  Las medidas de protección y de seguridad son de naturaleza  preventiva para proteger a la mujer agredida en su integridad física, psicológica,  sexual y patrimonial, y de toda acción que viole o amenace a los derechos  contemplados en esta Ley,  evitando así nuevos actos  de violencia y serán de aplicación inmediata por los órganos receptores de denuncias. En consecuencia, 

Éstas serán: 

 1.  Referir   a   las   mujeres   agredidas   que   así   lo   requieran,   a   los   centros  especializados para que reciban la respectiva orientación y atención.  

2.  Tramitar el ingreso de las mujeres víctimas de violencia, así como de sus hijos  e hijas que requieran protección a las casas de abrigo de que trata el artículo 32 de esta Ley. 

En los casos en que la permanencia en  su domicilio o residencia, implique  amenaza inminente o violación de derechos previstos en esta Ley. La estadía  en las casas de abrigo tendrá carácter temporal. 

3. Ordenar   la   salida   del   presunto   agresor   de   la   residencia   común,  independientemente de su titularidad, si la convivencia implica un riesgo para  la seguridad integral: física, psíquica, patrimonial o la libertad sexual de la  mujer, impidiéndole que retire los enseres de uso de la familia, autorizándolo a  llevar sólo sus efectos personales, instrumentos y herramientas de trabajo. En  caso de que el denunciado se negase  a cumplir con la medida, el órgano  receptor solicitará al Tribunal competente la confirmación y ejecución de la  misma, con el auxilio de la fuerza pública. 

4.  Reintegrar al domicilio a las mujeres víctimas de violencia, disponiendo la  salida  simultánea  del  presunto  agresor,  cuando  se  trate  de  una  vivienda  común, procediendo conforme a lo establecido en el numeral anterior. 

5.  Prohibir o restringir al presunto agresor el acercamiento a la mujer agredida; en  consecuencia, imponer al presunto agresor la prohibición de acercarse al lugar  de trabajo, de estudio y  residencia de la mujer agredida. 

6.  Prohibir que el presunto agresor, por sí mismo o por terceras personas, no realice actos de persecución, intimidación o acoso a la mujer agredida o algún  integrante de su familia. 

7.  Solicitar al órgano jurisdiccional competente la medida de arresto transitorio. 

8.  Ordenar el apostamiento policial en el sitio de residencia de la mujer agredida  por el tiempo que se considere conveniente. 

9. Retener   las  armas  blancas  o  de   fuego  y  el  permiso  de  porte,  independientemente de la profesión u oficio del presunto agresor, procediendo  a   la   remisión   inmediata   al   órgano   competente   para   la   práctica   de   las  experticias que correspondan. 

10. Solicitar al órgano con competencia en la materia de otorgamiento de porte de armas, la suspensión del permiso de porte cuando exista una amenaza para la  integridad de la víctima. 

11. Imponer al presunto agresor la obligación de proporcionar a la mujer víctima de  violencia el sustento necesario para garantizar su subsistencia, en caso de que  ésta no disponga de medios económicos  para ello y exista una relación de dependencia con el presunto agresor. Esta  obligación no debe confundirse con  la obligación alimentaria que corresponde a los niños, niñas y adolescentes, y  cuyo conocimiento compete al Tribunal de Protección. 

12. Solicitar ante el juez o la jueza competente la suspensión del régimen de visitas  al  presunto  agresor  a  la  residencia  donde  la  mujer  víctima  esté albergada junto con sus hijos o hijas. 

13. Cualquier otra medida necesaria para  la protección de todos los derechos de  las mujeres víctimas de violencia y cualquiera de los integrantes de la familia. 

5.1.- Espacios de reflexión y dialogo. Casos Prácticos concretos.

1.- Actividad Realizada por SUHAIL RIVERO

1.- VAS CONDUCIENDO UN VEHICULO, MUY DE PRISA EL SEMAFORO ESTA EN LUZ ROJA, DECIDES TRAGARTE LA LUZ, EL FUNCIONARIO DE TRANSITO TE SIGUE Y TE SANCIONA. COMO SE DENOMINA ESTA TRANSGRESION Y CUAL ES LA LEY QUE LA  REGULA?
La ley de transito y Transporte Terrestre (2001), en su Capitulo I, tipifica en el Articulo 110, Literal 8 este caso como una Infracción, la cual es sancionada con una multa  entre cinco (05) a diez (10) Unidades Tributarias.     

2.- LA PEDOFILIA ES UNA  DESVIACION DE CONDUCTA QUE SANCIONA EL VATICANO  EN LOS SACERDOTES EN FUNCIONES, QUE OPINION DE USTED MERECE TAL CASO COMO ESTUDIANTE DE CIENCIAS JURIDICAS, LA CRITICA PUEDE SER CONSTRUCTIVA COMO DESTRUCTIVA. ?
Los casos de pedofilia, cometidos por miembros del clero de la Iglesia católica hacen referencia a una serie de abusos sexuales contra menores de edad que han sido documentados y denunciados ante las autoridades civiles de varios países. Con frecuencia se habla de ellos como casos de pederastia en la Iglesia católica, lo que desde el punto de vista de la Iglesia es incorrecto porque no es la institución la que comete las agresiones,  o pederastia clerical católica. A partir de la segunda mitad del siglo XX se ha incrementado el número de denuncias por abuso sexual infantil en todas sus variedades por parte de religiosos católicos romanos. En los últimos años, han cobrado relevancia los casos de Irlanda, Estados Unidos y Alemania, donde las autoridades locales han encontrado culpables a sacerdotes católicos de cientos de acusaciones de pederastia. 

Desde un punto de vista médico, la  pedofilia es una parafilia que consiste en que la excitación o el placer sexual se obtienen, principalmente, a través de actividades o fantasías sexuales con niños de, generalmente, entre 8 y 12 años.  A la persona que padece pedofilia se le denomina pedófilo, un individuo de, al menos, 18 años que se entretiene sexualmente con menores de 13 y respecto de los que mantiene una diferencia de edad de, por lo menos, cinco años. 
Para las personas que no han leído la Biblia dice en Génesis 2:18 Y dijo Jehová Dios: No es bueno que el hombre esté solo; le haré ayuda idónea para él. Y en  Génesis 2:22 Y de la costilla que Jehová Dios tomó del hombre, hizo una mujer, y la trajo al hombre.  Dios no dijo que el hombre no se case la primera Institución que El creo fue el Matrimonio y creo hombre y mujer para que formen hogar familia, porque entonces irse contra las Leyes Divinas? 

No creo que exista una relación directa entre el celibato y la pedofilia. Pienso que el celibato es una de las tradiciones mas preciadas que tiene la Iglesia Católica, aunque no este contemplada en la Biblia, pero que desafortunadamente se malinterpreta y que ciertos sacerdotes se aprovechan de su condición de religiosos para cometer tales fechorías. 

Pero si muy bien es cierto, que un  hecho de tal magnitud, puede ser cometido por un sacerdote, este desde el punto de vista legal de la justicia Venezolana jamás dejará de ser delito un punible tipificado en nuestras leyes,  porque el legislador (en este caso de la LOPNNA)  tubo una visión amplia en cuanto a las penas y sanciona gravemente  a quien comete el delito sin importar quien sea este ni su género.

En la República Bolivariana de Venezuela, la ley Orgánica de Protección de los niños, niñas y adolescentes, invoca en sus artículos 33 y 34 la Protección de los niños contra los  abusos sexuales,  mientras que el estupro y la corrupción de menores están en los artículos 374 y 378 del Código penal venezolano.

2.- ACTIVIDAD REALIZADA POR MARIA LANDER
1.-  Pedro Pérez, atestigua en un juicio hechos que son falsos, como abogado logras tomar acciones contra el, como se denomina el delito y en que Código o ley esta tipificado. ?

Entre los medios de pruebas de más frecuente uso en los juicios civiles y penales está el de la testimonial más en los últimos, porque en los primeros las negociaciones casi siempre constan en documentos desde el instante mismo en que se pactan o celebran.

De allí la grave responsabilidad del individuo requerido por la autoridad judicial para declarar lo que se sepa sobre determinado asunto y la severidad de las penas señaladas desde el más remoto pasado para el falso testimonio. Hay la creencia de que en el Código de Hammurabi, que rigió en Persia veintitrés siglos antes de Cristo, se establecieron penas muy graves para el delito en referencia. En los tiempos modernos esas penas han sido notablemente atenuadas.

Concepto.
Este delito se encuentra tipificado en el Código Penal cuando se establece que:

Artículo 243: El que deponiendo como testigo ante la autoridad judicial, afirme lo falso o niegue lo cierto o calle total o parcialmente lo que sepa con relación a los hechos sobre los cuales es interrogado, será castigado con prisión de quince días a quince meses.

Si el falso testimonio se ha dado contra algún indiciado por delito o en el curso de un juicio criminal, la prisión será de seis a treinta meses y si concurren esas dos circunstancias, la prisión será de dieciocho meses a tres años.

Si el falso testimonio ha sido causa de una sentencia condenatoria a pena de presidio, la prisión será de tres a cinco años.

Si el testimonio se hubiere dado sin juramento, la pena se reducirá de una sexta parte a una tercera parte.

De tres maneras puede ser cometido este delito:

· afirmando lo falso; 

· negando lo cierto; 

· callando total o parcialmente lo que el testigo sepa acerca de los hechos sobre los cuales es interrogado.

Afirma lo falso quien dice que es cierto un hecho distinto a la verdad, o narra como verdadero un suceso que no ha ocurrido, o señala circunstancias que no se han dado.

Niega lo verdadero quien asegura que no es cierto un acontecimiento realmente ocurrido.

Calla total o parcialmente lo que sabe con relación a los hechos sobre los cuales es interrogado, quien guarda silencio acerca de algún hecho que conoce y en general quien dice que ignora lo que ciertamente sabe o le consta. Ese ocultamiento de lo que se sabe es lo que la doctrina llama reticencia. No debe confundirse esta actitud del testigo que calla, aunque sea en parte, lo que se sabe y le ha sido preguntado, con la del que pura y simplemente se niega a declarar. La primera entraña la comisión del delito que se estudia, la segunda es constitutiva del de negativa a servicios legalmente debidos del artículo 239.

2.- Estas en alta mar con tu mama, el bote se esta hundiendo, para sobrevivir debe tener menos de peso, cual será tu decisión ante tal situación?
En primer lugar seria el de hacer una rápida evaluación del área y del bote en si, por la siguiente razón, la idea es sacarle peso al bote, ya que este se hunde por entradas de agua, hay que buscar la fuente de la entrada. Debe es sacarse el agua que representa mayor pero que el peso corporal de las personas que allí van por el volumen y densidad de la misma.  Debe irse al sitio en el cual se encuentra el orificio de entrada del agua e ir sacando esta simultáneamente con el curso del botecito para si poder mantenerse a flote la mayor cantidad de tiempo posible hasta llegar a sitio seguro. En segundo lugar de persistir el hundimiento del bote por razones ajenas a nuestra voluntad buscaría  salvavidas  para poder salvar la mayor cantidad de vidas posibles del bote. La idea principal seria preservar la vida de todas las personas que allí están agotando la cantidad de recursos posibles en la menor cantidad de tiempo.    

3.- Actividad Realizada por Mirian González

1. Pedro Pérez se desplaza por la avenida Principal de Bachaquero y sin  querer arrolla y da muerte a un adolescente. ¿Que clase de homicidio es y cual es el proceso?

En materia de transito se trata de homicidio culposo y el procedimiento a seguir es el Código Penal, Código orgánico procesal penal y la Ley de transito terrestre

2    En la escuela Cristóbal Rojas, la directora se niega a inscribir al adolescente Julián Gil, en el nuevo año escolar por ser considerado una persona no grata.  ¿Cuál es el órgano inmediato que debe conocer el asunto y que ley es aplicable?

El órgano inmediato es el Consejo de Protección del Niño, niña y adolescente y la Ley aplicable es la Ley Orgánica de Protección del Niño, niña y adolescente

Elementos del análisis de coyuntura
6.1.- El conocimiento.

En  esta etapa lo más importante es conocer la realidad, escoger los temas que se vigilaran y sobre los cuales será el objeto de estudio, aclarando cuáles aspectos vamos a observar de cada tema.

6.2.- La información.
Lo más recomendable es hacer un resumen de lo que ha pasado, tomando en cuenta, especialmente, las fechas, los actores y los indicadores aquellos elementos de nuestros temas que se pueden contar y que, por tanto, nos pueden ayudar a medir cada variable.El sustento del mensaje: es la información ene la que basamos nuestras ideas, nuestras ideas deben ser apoyados por hechos reales que se puedan demostrar. Además no debe haber contradicciones entre lo que vamos a decir.

6.3.- Evaluación
Ordenamos y elaboramos dos o tres ideas principales. Estas ideas, como veremos más adelante, pueden ser sobre las razones de lo que está pasando o sobre las cosas que podrían llegar a pasar dentro de un poco tiempo.Revisamos más información, puede suceder que necesitemos la opinión de compañeros de otras organizaciones o información más especializada. Tratamos de identificar las fuerzas y sus relaciones. Grupo de fuerza, ¿qué quiere? ¿qué busca? ¿quiénes se le oponen? ¿quiénes están a su favor?.

Revisamos nuestras ideas principales. Ya reflexionamos bastante, solos y en equipo. Es el momento de volver a escribir juntos nuestras ideas principales sobre lo que está pasando en esta coyuntura. Ya no se trata de un solo tema.
6.4.- Decisión
Es la reflexión o reflexiones finales a las que nos llevó el proceso. Para cerrar nuestro informe, podemos llegar a conclusiones definitivas, indicando cuales de nuestras ideas principales han quedado demostradas y cuales no pudimos probar. Pero también podríamos cerrar nuestro informe diciendo que podría pasar si las cosas continuaran determinado rumbo.También debe hacerse un informe de la coyuntura. Comunicar nuestras ideas. Este informe tiene como objetivo que quienes lo conozcan tengan una idea más clara de lo que está pasando en este momento. Este informe debe contener ideas y explicaciones.
Del procedimiento especial de la flagrancia de los delitos de violencia (articulo 94 y siguientes) de la ley orgánica sobre el derecho a las mujeres a una vida libre de violencia
7.1.- Trámite. Artículo 94.

El juzgamiento de los delitos de que trata esta Ley se seguirá por el procedimiento especial aquí estipulado, aun en los supuestos de flagrancia previstos en el artículo anterior, con la salvedad consagrada en el parágrafo único del artículo 79, para el supuesto en que haya sido decretada medida privativa de libertad en contra del presunto agresor. 

7.2. Formas de inicio del procedimiento Artículo 95.

 La investigación de un hecho que constituya uno de los delitos previstos en esta Ley, se iniciará de oficio, por denuncia oral, escrita o mediante querella interpuesta por ante el órgano jurisdiccional competente. 

Todos estos delitos son de acción pública; sin embargo, para el inicio de la investigación en los supuestos a que se refieren los artículos 39, 40, 41, 48, 49 y 53 se requieren la denuncia del hecho por las personas o instituciones legitimadas para formularla.  

7.3.- Investigación del Ministerio Público Artículo 96.

Cuando el Ministerio Público tuviere conocimiento de la comisión de un hecho punible de los previstos en esta Ley, sin pérdida de tiempo ordenará el inicio de la investigación y dispondrá que se practiquen todas las diligencias necesarias que correspondan para demostrar la comisión del hecho punible, así como la responsabilidad penal de las personas señaladas como autores o partícipes, imponiendo inmediatamente las medidas de protección y seguridad que el caso amerite. 

7.4.-Del inicio ante otro órgano receptor  Artículo 97.

Cuando la denuncia o averiguación de oficio es conocida por un órgano receptor distinto al Ministerio Público, éste procederá a dictar las medidas de protección y seguridad que el caso amerite y a notificar de inmediato a el o a la Fiscal del Ministerio Público correspondiente, para que dicte la orden de inicio de la investigación, practicará todas las diligencias necesarias que correspondan para acreditar la comisión del hecho punible, así como los exámenes médicos psicofísicos pertinentes a la mujer víctima de violencia. 

7.5.-  Remisión al Ministerio Público Artículo 98.
 Dictadas las medidas de protección y seguridad, así como practicadas todas las diligencias necesarias y urgentes, las cuales no podrán exceder de quince días continuos, el órgano receptor deberá remitir las actuaciones al Ministerio Público, para que continúe la investigación.  

7.6.-Fin de la investigación. Artículo 102.
Concluida la investigación, conforme a lo previsto en el artículo 79 o el supuesto especial previsto en el artículo 103 de esta Ley, el Ministerio Público procederá a dictar el acto conclusivo correspondiente. 

7.7.- De la audiencia preliminar. Artículo 104.

 Presentada la acusación ante el Tribunal de Violencia Contra la Mujer en Funciones de Control, Audiencia y Medidas, éste fijará la audiencia para oír a las partes, dentro de los diez días hábiles siguientes.

Antes del vencimiento de dicho plazo, las partes procederán a ofrecer las pruebas que serán evacuadas en la audiencia de juicio oral y oponer las excepciones que estimen procedentes. El tribunal se pronunciará en la audiencia. En este acto el imputado podrá admitir los hechos, pero la pena a imponerse sólo podrá rebajarse en un tercio. 

Finalizada la audiencia, el juez o la jueza expondrán fundadamente su decisión respecto a los planteamientos de las partes. En caso de admitir la acusación, dictará el auto de apertura a juicio y remitirá las actuaciones al tribunal de juicio que corresponda. 

Durante del desarrollo de  un litigio se dan 3 situaciones inevitables las cuales son: 

· LAS PARTES APORTAN LOS MEDIOS PROBATORIOS: 

La Prueba es  aquella actividad que desarrollan las partes con el tribunal para adquirir el convencimiento de la verdad o certeza de un hecho o afirmación fáctica o para fijarlos como ciertos a los efectos de un proceso. La prueba es el elemento procesal más relevante para determinar los hechos, a efectos del proceso ya que para obtener un fallo al fondo se exige una reconstrucción de los hechos.
Los medios de prueba en el ordenamiento positivo venezolano:

El código civil estudia la materia en el capitulo V del Titulo III, de su libro III, cuando habla de la Prueba de las obligaciones y de su extinción" y su articulo 135 pauta: "quien pida la ejecución de una obligación debe probarla, y quien pretenda haber sido liberado de ella debe por su parte probar el pago o el hecho que ha producido la extinción de su obligación"

De la forma transcrita se desprende que la teoría de la prueba no solo compete al estudio de las obligaciones, sino que domina todo el derecho; ya que no basta ser titular de un derecho de familia, real o de crédito, porque se ese derecho es desconocido, tendrá que probarse su existencia para evitar se le considere como inexistente.

Código civil: El capitulo V del Libro III del Código Civil, consta de siete secciones donde se encuentran las pruebas establecidas por el legislador venezolano: sección: 1º) de la prueba por escrito. 2º) de la prueba de testigos. Sección 3º) de las presunciones. Sección: 4º) de la confesión. Sección 5º) del juramento. Sección 6º) de la experticia. Sección 7º) de la inspección ocular"
· EL IMPUTADO PUEDE ADMITIR LOS HECHOS

El Código Orgánico Procesal Penal, en su artículo 376, prevé el denominado procedimiento por admisión de los hechos, conforme al cual en la audiencia preliminar, una vez admitida la acusación, o en el caso del procedimiento abreviado, una vez presentada la acusación y antes del debate oral y público, el imputado podrá admitir los hechos objeto del proceso y solicitar al tribunal la imposición inmediata de la pena. 
· LA PENA SE DISMINUYE UNA 3RA PARTE.

En estos casos, el Juez deberá rebajar la pena aplicable al delito desde un tercio a la mitad de la pena que haya debido imponerse, atendidas todas las circunstancias, tomando en consideración el bien jurídico afectado y el daño social causado, motivando adecuadamente la pena impuesta. Si se trata de delitos en los cuales haya habido violencia contra las personas, y en los casos de delitos contra el patrimonio público o los previstos en la entonces Ley Orgánica sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas (hoy Ley Orgánica contra el Tráfico Ilícito y el Consumo de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas), cuya pena exceda de ocho años en su límite máximo, el Juez sólo podrá rebajar la pena aplicable hasta un tercio. De acuerdo con la norma reseñada, el procedimiento por admisión de los hechos es una de las formas de autocomposición procesal, mediante la cual el legislador creó una manera especial de terminación anticipada del proceso, con prescindencia del juicio oral y público, que, a pesar de no estar incluida dentro de las alternativas a la prosecución del proceso previstas en el Capítulo III, Título I del Libro Primero del Código Orgánico Procesal Penal (como lo son el principio de oportunidad, la suspensión condicional del proceso y los acuerdos reparatorios), cumple la misma función, es decir, pone fin al proceso, toda vez que se trata de una "negociación procesal" que asume voluntariamente el acusado, con el objeto de terminar la causa penal."

Circunstancias agravantes en materia de violencia de género tipificadas en el articulo nro 65 de la ley orgánica sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia
Las circunstancias agravantes en el derecho penal son aquellas circunstancias accidentales al delito y concurrentes con la acción delictiva que producen el efecto de modificar la responsabilidad criminal del sujeto determinando un mayor quantum de pena por representar una mayor antijuridicidad de la acción y/o un plus de culpabilidad en el agente.

El número y configuración de las agravantes dependen de la concreta política criminal subyacente a una regulación penal dada y, en este sentido, el catálogo de agravantes puede presentar cierta diversidad según los distintos Ordenamientos. Ello no obsta para que existan varias de estas circunstancias tradicionalmente reconocidas como tales en la casi totalidad de los Ordenamientos modernos, lo que se explica por la homogeneidad de la teoría básica y técnica penales, así como por la de las concepciones culturales dominantes que, nacidas en el seno de la civilización occidental, se han extendido hoy a la práctica totalidad del planeta.

Derivado necesario del Estado de Derecho es el sistema de numerus clausus por el que se rigen las agravantes. Ello no quiere decir que el legislador no pueda recoger o configurar circunstancias nuevas de esta especie, sino que, a diferencia de las atenuantes, la técnica analógica o la interpretación extensiva están, por ser in malam partem, absolutamente proscritas del ámbito de las circunstancias de agravación

Artículo 65. Serán circunstancias agravantes de los delitos previstos en esta Ley, las que se detallan a continuación, dando lugar a un incremento de la pena de un tercio a la mitad: 

Penetrar en la residencia de la mujer agredida o en el lugar donde ésta habite, cuando la relación conyugal o marital de la mujer víctima de violencia con el acusado se encuentre en situación de separación de hecho o de derecho, o cuando el matrimonio haya sido disuelto mediante sentencia firme. 

· Penetrar en la residencia de la mujer víctima de violencia o en el lugar donde ésta habite, valiéndose del vínculo de consanguinidad o de afinidad. 

· Ejecutarlo con armas, objetos o instrumentos. 

· Ejecutarlo en perjuicio de una mujer embarazada. 

· Ejecutarlo en gavilla o con grupo de personas. 

· Si el autor del delito fuere un funcionario público en ejercicio de sus funciones. 

· Perpetrarlo en perjuicio de personas especialmente vulnerables, con discapacidad física o mental. 

· Que el acusado haya sido sancionado con sentencia definitivamente firme por la comisión de alguno de los delitos previstos en esta Ley. 

· Transmitir dolosamente a la mujer víctima de violencia infecciones o enfermedades que pongan en riesgo su salud. 

· Realizar acciones que priven a la víctima de la capacidad de discernir a consecuencia del empleo de medios fraudulentos o sustancias narcóticas o excitantes.
Parágrafo Único: En los casos de homicidio intencional en todas sus calificaciones, tipificados en el Código Penal, cuando el autor sea el cónyuge, ex cónyuge, concubino, ex concubino, persona con quien la víctima mantuvo vida marital, unión estable de hecho o relación de afectividad, con o sin convivencia, la pena a imponer será de veintiocho a treinta años de presidio. 

Efectos del matrimonio
El matrimonio produce una serie de efectos jurídicos entre los cónyuges y frente a terceras personas, de los cuales los fundamentales son las obligaciones conyugales, el parentesco y el régimen económico del matrimonio. Además, en la mayoría de países produce de derecho la emancipación del contrayente menor de edad, con lo cual éste queda libre de la patria potestad de sus padres y podrá en adelante actuar como si fuera mayor, aunque posteriormente se divorcie. 

Precisamente, por el mismo hecho de tratarse de un contrato, el matrimonio suscita una serie de efectos, tan peculiares como él mismo. Un efecto general, y de carácter fundamental en esta materia está constituido por la creación de un nuevo estado para con los sujetos: el estado conyugal; generando un vínculo que es algo más que un parentesco, ya que es una unión más íntima, un vínculo matrimonial. Esta naciente condición de cónyuges determina un entretejido de recíprocos derechos y deberes, originando asimismo relaciones tanto personales como patrimoniales.

En cuanto a las relaciones personales, es necesario hacer referencia a los derechos y deberes de los esposos, mencionados anteriormente. 
Estos están consagrados en el Código Civil Venezolano (CCV), el cual en su artículo 137 establece que:

· Con el matrimonio el marido y la mujer adquieren los mismos derechos y asumen los mismos deberes. Del matrimonio deriva la obligación de los cónyuges de vivir juntos, guardarse fidelidad y socorrerse mutuamente.

· La mujer casada podrá usar el apellido del marido. Este derecho subsiste aún después de la disolución del matrimonio por causa de muerte, mientras no contraiga nuevas nupcias.

· La negativa de la mujer casada a usar el apellido del marido no se considerará, en ningún caso, como falta a los deberes que la ley impone por efecto del matrimonio.

· De igual modo, en el primer aparte del artículo 139 se contempla que:

· El marido y la mujer están obligados a contribuir en la medida de los recursos de cada uno, al cuidado y mantenimiento del hogar común, y a las cargas y demás gastos matrimoniales.

8.1.- Efectos Personales del Matrimonio

Gracias a tales disposiciones del artículo 137 del Código Civil Venezolano, se puede decir  que el legislador venezolano incluye el Principio de la Igualdad del Hombre y la Mujer dentro de esta normativa, ya que ambos asumen idénticos deberes, los cuales constituyen derechos de los que goza el otro. Esos deberes serán de carácter legal (se encuentran consagrados en la ley), ético (se confían al afecto y a la conciencia del marido y de la mujer), recíproco (cada uno de los esposos los tiene para con el otro, y de orden público (no son relajables por el deseo de los cónyuges). Dentro de los efectos personales encontramos.
· Deber de fidelidad: Excluye la posibilidad de que uno de los cónyuges tenga relaciones sexuales con un tercero, sino también toda relación con personas de otro sexo que resulte sospechosa a los ojos de quienes la conozcan. Este efecto es reciproco absoluto y permanente. Existen para su incumplimiento sanciones civiles: divorcio por injurias, adulterio; y penales: adulterio discriminación de la mujer. 

· Deber de asistencia: La obligación de soportar el hogar conyugal incumbe a uno y otro cónyuge según sus medios. El deber de alimentos es recíproco tanto al cónyuge como a la cónyuge. Es permanente, perdura durante la separación de hecho y durante el juicio de divorcio, después de la separación personal y después del divorcio. Las sanciones para el incumplimiento de este deber: civiles: divorcio por injurias. Penales: incumplimiento del deber de asistencia de un mes a dos años de prisión delito de instancia privada. 

· Deber de cohabitación: Los esposos deben convivir bajo una misma casa a menos que por circunstancias excepcionales se vean obligados a mantener transitoriamente residencias separadas. Podrán ser relevados del deber de convivencia cuando esta ponga en peligro la vida o la integridad física.

8.2.- Efectos Patrimoniales

Para el cumplimiento de sus fines, el matrimonio requiere un soporte económico, que da lugar a la existencia de lo que se llama "régimen económico conyugal", o conjunto complejo de normas que determinan qué organización económica regirá en el matrimonio, y en virtud de ella, a quién corresponderá la propiedad y la administración y disposición de los bienes, quién ha de soportar las cargas del matrimonio y responder de las obligaciones contraídas en la gestión matrimonial.
Es decir, son el conjunto de reglas que delimitan los efectos patrimoniales del matrimonio, ya en las relaciones de los cónyuges entre sí, ya en sus relaciones con los terceros.

 En Venezuela existen tres tipos de regímenes económicos matrimoniales:

       1. El régimen de gananciales. 

       2. El régimen de separación de bienes. 

       3. El régimen de participación (casi nunca utilizado).

El régimen económico matrimonial será el que los cónyuges pacten o estipulen en un documento notarial que se llama capitulaciones matrimoniales. Si los cónyuges no hacen tales capitulaciones, el sistema que regirá su matrimonio, por defecto será el régimen de gananciales.
Por último, se debe señalar que se establecen una serie de reglas generales, aplicables cualquiera que sea el régimen económico del matrimonio (a todos: legal o pactado en capitulaciones), las cuales son válidas para todo matrimonio y Ley obliga a que se apliquen siempre:

        • Todos los bienes del matrimonio están sujetos (responden) al levantamiento de las cargas del matrimonio (sostenimiento de la familia, alimentación y educación de los hijos…). 

       • Cualquiera de los cónyuges podrá realizar los actos encaminados a atender las necesidades ordinarias de la familia, encomendadas a su cuidado, teniendo en cuenta las costumbres del lugar y a las circunstancias de la misma. 

       • Para disponer de los derechos sobre la vivienda habitual y los muebles de uso ordinario de la familia se requerirá el consentimiento de los dos cónyuges o, en su caso, autorización judicial. 

        • Para probar entre cónyuges que determinados bienes son propios de uno de ellos, será bastante la confesión del otro (pero tal confesión por sí sola no perjudicará a los herederos forzosos o legitimarios del confesante, ni a los acreedores, ya sean éstos del matrimonio o de cada uno de los cónyuges).
Conclusión
En la mayoría de las experiencias conocidas en éste ámbito de los Medios Alternativos de Resolución de Conflictos en el ámbito comunitario se viene relativizando el carácter neutral del mediador, conciliador, juez de paz o defensor, a quienes se les pide que intervengan para posibilitar llegar a un acuerdo sobre una disputa que interesa al conjunto, a la unidad humana y territorial (vecinal, barrial, local, regional, ó étnica) que constituyen todos y cada uno de los individuos y recursos de ese ámbito comunitario, y que es distinta al interés de cada uno de ellos por separado. Se distingue entonces entre imparcialidad -que debe siempre ser respetada - y la neutralidad, que para el caso de los conflictos comunitarios y para la intervención del mediador o conciliador o juez de paz correspondiente, debe estar supeditada al objetivo superior de lograr el acuerdo y término del conflicto en interés de la comunidad.

La justicia comunitaria utiliza generalmente vías o formas alternativas de solución de conflictos, la primera de ellas es la de los procesos de informatización de la justicia, que es una forma de administrar justicia distinta a la contemplada en las leyes, basada en la utilización de normas y costumbres, es a través de esta que se reconoce la diversidad jurídica que debe existir en pro de la defensa de la diversidad cultural que existe en nuestra sociedades, la segunda es la de los procesos de negociación social, en donde se recurre a la participación social y comunitaria, utilizando estrategias de negociación, conciliación y arbitraje para la solución de sus problemas y el cumplimiento de los objetivos que se proponen.

La justicia comunitaria no debe comprenderse únicamente a partir de movimientos que se están adelantando alrededor de la transformación del Estado. Las comunidades no son un simple material sobre el que esculpen los actores externos a ellas. Ellas toman, al menos, uno de dos caminos para el establecimiento y sostenimiento de figuras de justicia comunitaria. De un lado, pueden desarrollar, con cierta autonomía, instituciones e instancias propias de gestión y regulación de los conflictos. Del otro, asumir, surtir y desarrollar, en su seno, figuras de administración de justicia creadas por el Estado para el manejo de un cierto rango de conflictos.

Desde el lado del Estado se pueden apreciar dos tipos de movimientos frente a la justicia comunitaria: por un lado, el reconocimiento de ciertas figuras nacidas en las comunidades y la validación de sus actuaciones ante el sistema jurídico nacional. Y, por el otro, el establecimiento de ciertas instancias y procedimientos mediante los cuales las comunidades alcanzan decisiones válidas ante el sistema jurídico nacional.

En síntesis se podría decir que existe una relación entre la justicia estatal y la comunitaria, puesto que la segunda esta reconocida por la primera siempre y cuando no actúecontrariando a la Constitución Política del Estado, las leyes, normas o códigos y otros ordenamientos jurídicos que limitan la actuación del mismo.
Aunque al ejercer este tipo de medio como la Justicia comunitaria, pese que no existen formalidades, no deja de ser legal ni de ejercerse por si misma, de ahí que la vinculación directa de los estudiantes de la sección 11-42, permite el ejercicio y la practica del derecho, sin los formalismos o tabúes que imponen las universidades tradicionales y dándole una visión mas humanista desarrollando el lado socialista de los futuros juristas del mañana. 
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